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PROVIDENCIA 
ILMO. SR.PRESIDENTE
D.JUAN CARLOS ZAPATA HÍJAR
ILMOS.SRES.MAGISTRADOS
D. JESÚS MARÍA ARIAS JUANA
D. JAVIER ALBAR GARCIA
D. JUAN JOSÉ CARBONERO REDONDO

En Zaragoza, a 4 de noviembre del 2020.

Dada cuenta, atendido el estado de los autos, con suspensión del 
plazo para resolver el recurso de reposición, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 35 y 163, ambos de la LOTC, dese traslado a las 
partes y al Ministerio Fiscal, por plazo común e improrrogable de DIEZ 
días, para alegaciones sobre la pertinencia del planteamiento de cuestión 
de inconstitucionalidad, puesto de manifiesto a aquéllas, como por esta 
providencia se hace, de posible vicio de inconstitucionalidad del artículo 
10.8 de la LJCA, introducido por reforma operada por la Ley 3/2020, de 18 
de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al 
COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, por posible 
vulneración de los artículos 106.1 y 117.3, ambos de la Constitución 
española de 1978.  Y ello, sucintamente, por lo que a continuación se 
expone: 

PRIMERO.-  Los presentes autos de P.O. 332/2020 tienen por su 
objeto la obtención de autorización prevista en el artículo 10.8 de la LJCA, 
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introducido por la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales 
y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la 
Administración de Justicia, respecto de la Orden de la Consejería de 
Sanidad de 7 de octubre de 2020, por la que se adoptan medidas en 
materia de movilidad por razones de salud pública para la contención del 
rebrote del COVID-19 en el municipio de La Almunia de Doña Godina 
(Zaragoza).   

SEGUNDO.-  En fecha de 10 de octubre de 2020, por esta Sala y 
sección, se dictó auto en la que se denegó la autorización solicitada 
respecto de la Orden antedicha, por, al entender de la Sala, carecer la 
autoridad ordenante de competencia al efecto, a la luz de la interpretación 
que se efectúa del artículo 3 de la L.O. 3/1986, de 14 de abril, de Medidas 
Especiales en materia de Salud Pública. 

Frente al referido auto se ha interpuesto recurso de reposición tanto 
por el Letrado del Gobierno de Aragón, como por el Ministerio Fiscal, en los 
términos en que constan en el presente procedimiento, en esencia y 
dejando al margen los motivos de carácter procesal o formal que plantea el 
Ministerio Fiscal en su recurso, sobre la base de la plena cobertura y 
amparo de la Orden en la cláusula final del artículo 3 de la L.O. 3/1986 de 
continua cita. 

TERCERO.-  Como de sobra conocen las partes, el recurso de 
reposición en el que nos encontramos tiene su fundamento y razón de ser 
en la oportunidad que las partes tienen de promover la reconsideración de 
la decisión tomada, por el propio Tribunal que la dicta, sin perder la 
plenitud propia del conocimiento de la cuestión en el concreto cauce 
procesal en la que se alcanza.  Permite de este modo una más meditada y 
precisa solución y un más depurado cumplimiento de la función 
jurisdiccional.  Al propio tiempo, hace posible evitar una ulterior vía de 
recurso, en la que, prima facie, el objeto inmediato no va a ser tanto una 
reedición del pleno conocimiento de la cuestión litigiosa ya resuelta, 
cuanto, sobre todo, el enjuiciamiento y crítica de una decisión judicial ya 
ofrecida a la cuestión litigiosa resuelta.  Más en este caso, donde, como 
bien alega el Letrado del Gobierno de Aragón, el Legislador no ha 
contemplado recurso alguno de carácter devolutivo, frente a las 
resoluciones que las Salas dicten.   
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Es por lo anterior, por lo que el presente trance procesal es idóneo 
para el examen de cuestiones que, o bien son planteadas por las partes en 
este momento y que estando ya presentes al tiempo de la decisión judicial 
controvertida no fueron debidamente consideradas por la Sala, o bien 
surgen ahora por primera vez, todavía a tiempo de su planteamiento, 
incluso de oficio.  

CUARTO.-   Así pues, como es conocido por las partes, la primera 
cuestión que debe plantearse todo tribunal al resolver es su propia 
jurisdicción y competencia, por mandato de los artículos 5 y 7, ambos de la 
LJCA. 

En el presente supuesto, la norma que residencia en la jurisdicción 
contenciosa, y la competencia para conocer en las Salas de los Tribunales 
Superiores de Justicia, los supuestos de autorización o ratificación de 
medidas adoptadas por las Administraciones Públicas en materia de salud 
pública, conforme a la legislación sanitaria, cuando se trate de medidas 
generales, o referidas a ciudadanos no identificados individualmente, 
restrictivas o limitativas de derechos y libertades individuales, es el artículo 
10.8 de la LJCA, introducido por la Disposición Final 2ª de la Ley 3/20, de 
18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente 
al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia.  

De este modo, toda sombra de inconstitucionalidad del referido 
precepto debe ser despejada, para el pleno y lícito ejercicio de la propia 
jurisdicción y competencia por la Sala a quien el precepto examinado y, 
cabe decir ya, cuestionado la atribuye, sin la cual no cabe decisión alguna 
sobre el fondo.   La constitucionalidad del citado precepto es presupuesto 
del válido ejercicio de la propia jurisdicción y competencia por esta Sala, y, 
a la postre, del ajuste a la Constitución y al resto del Ordenamiento jurídico 
de la resolución sometida ahora a reposición.

QUINTO.-  Por lo anterior, se plantea un potencial vicio de 
inconstitucionalidad en el artículo 10.8 de la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, por vulneración de los artículos 106 y 117.3 y 
4, ambos de la Constitución de 1978.  

D
RF

. J
DU

DQ
WL]

DG
R 

FR
Q 

ILU
P

D 
HO

HF
WUy

QL
FD

. 8
R

L 
YH

ULI
LF

DF
Ly

Q:
KW

WS
V:

//S
VS

.MX
VW

LF
LD

.D
UD

JR
Q.

HV
/S

C
D

D
/LQ

GH
[.

KW
P

O

FH
FK

D:
 0

6/
11

/2
02

0 
13

:2
5

C
S9

: 5
02

97
33

00
1-

7H
I8

FE
48

4F
65

6F
G2

82
99

13
D7

D3
GH

F3
63

J8
SS

AA
==

FL
UP

DG
R

SR
U:

M
AR

IA
PI

A
LA

R
D

IE
S

PO
R

C
AL

,
J8

AN
C

AR
LO

S
=A

PA
7A

H
ËJ

AR



4

Cuando el precepto cuestionado en su constitucionalidad sitúa en la 
jurisdicción contenciosa y en la competencia de las Salas de lo 
Contencioso el conocimiento de medidas limitativas de derechos y 
libertades fundamentales, dirigidas a destinatarios no identificados, sitúa a 
un órgano judicial en el trance de decidir sobre algo distinto a un conflicto 
de intereses, entre el general y el particular, en torno a la preservación o 
sacrificio en el caso concreto de un determinado derecho fundamental de 
un ciudadano identificado, en detrimento o a favor de otro bien 
constitucional igualmente protegible, en el que el juicio de ponderación 
como herramienta de solución al mismo cobra todo el sentido.  

Antes bien, lo que se estaría llevando a la consideración del órgano 
judicial es una decisión de la Administración, cuando menos no eficaz aún 
porque su eficacia se hace depender del aval judicial, en la que ésta 
expone que para el cumplimiento del mandato que le impone el artículo 43 
de la C.e., debe sacrificar la libertad personal (o deambulatoria en este 
caso) de un grupo de población, sólo definido por la común convivencia en 
un mismo municipio.  En esa tesitura, el juez no ejerce como juez de 
garantías, sino que, en puridad, participa de una función que sólo 
corresponde a la Administración, la función administrativa o, en su caso, la 
reglamentaria, al renunciar la Administración, ope legis, a la presunción de 
legalidad de su propia actuación que es la base y el fundamento de la 
autotutela de la Administración.  En puridad, sólo puede llevar a cabo un 
juicio que en realidad es de legalidad, al margen de todo procedimiento 
contradictorio, al margen de controversia propiamente dicha.  

El artículo 10.8 de la LJCA, cuestionado ahora en su 
constitucionalidad, dota a la jurisdicción de una dimensión diferente a la 
que le corresponde como propia, que no es otra que la de jurisdicción 
revisora, requerida por tanto de un acto administrativo previo.  Le atribuye 
una función que tampoco puede ser de garantía de derechos, pues aquí no 
hay conflicto que deba ser resuelto mediante una ponderación, conflicto 
concreto y no abstracto entre derechos, única tesitura, la concreta, en la 
que puede tener lugar.  La intervención del Juez como juez de garantías, 
presupone un conflicto concreto, una contradicción previa, que aquí no se 
da tampoco.  

El artículo 10.8 de la LJCA propone en estos casos una solución de 
“cogobierno” –o veto devolutivo, evocando esa pseudo-jurisdiccional de los 
Parlamentos del Antiguo Régimen- que excede de las funciones propias de 
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la jurisdicción, conforme a lo dispuesto en el artículo 117.3 de la C.e., y la 
hace partícipe en un proceso de toma de decisiones que sólo compete, por 
principio, a la Administración, tal y como se desprende del artículo 106.1 de 
la C.e. 

SEXTO.-  Por todo lo anterior, se plantea un potencial vicio de 
inconstitucionalidad en la D.F. segunda de la Ley 3/20 de 18 de 
septiembre, que introduce nuevo artículo 10.8 de la LJCA, por vulneración 
de los artículos 106.1 y 117.3 y 4, ambos de la C.e. de 1978.

SÉPTIMO.-  Además de lo anterior, el artículo 10.8 de la LJCA 
introduce, por vía de interpretación, la posibilidad de adopción de medidas 
generales limitativas o restrictivas de derechos fundamentales, que no 
encuentra amparo ni cobertura en la cláusula genérica final del artículo 3 
de la L.O. 3/1986, de 14 de abril, en contravención del principio de 
jerarquía normativa y reserva de Ley orgánica que rige en materia de 
desarrollo de derecho fundamental, como es el afectado en este caso, el 
de libre circulación de las personas por todo el territorio nacional, contenido 
en el artículo 19 de la C.e. Se plantea, por consiguiente, potencial vicio de 
inconstitucionalidad del artículo 10.8 de la LJCA, por infracción de los 
artículos 81.1 de la C.e., así como de los principios de seguridad jurídica e 
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos, contenidos en el 
artículo 9.3 de la C.e.  

MODO DE IMPUGNACIÓN

Recurso de reposición ante este Órgano Judicial en el plazo de CINCO 
DIAS desde su notificación, que deberá ser interpuesto ante este mismo 

Órgano Judicial y sin perjuicio del cual se llevará a efecto la resolución 

impugnada.

Lo acordó la Sala y firma el Ilmo. Sr. Presidente. Doy fe.
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DILIGENCIA.- Seguidamente se procede a notificar la anterior resolución a 

las partes, haciéndoles saber que contra la misma cabe interponer recurso 

de reposición ante la propia Sala, dentro del plazo de cinco días, siendo 
necesario constituir un depósito de 25 euros en la Cuenta de 
Consignaciones de esta Sección Primera del Santander , número 
489700009203320, debiendo indicar en el campo concepto del Resguardo 

de ingreso “Recurso”, Código 20, Tipo Reposición/Súplica, con el 

apercibimiento de no admitirse a trámite el recurso cuyo depósito no esté 

constituido , salvo las excepciones establecidas para las Administraciones 

Públicas y el Ministerio Fiscal.  Doy fe.
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